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GOBIERNO DE PUERTO RICO

18va. Asamblea
7ma. Sesión


Legislativa

      Ordinaria

CÁMARA DE REPRESENTANTES

R. C. de la C. 650
26 DE MARZO DE 2020

Presentada por el representante Quiñones Irizarry, Franqui Atiles y Pérez Cordero
Referida a la Comisión de Asuntos del Consumidor, Banca y Seguros
RESOLUCIÓN CONJUNTA

Para establecer una moratoria de sesenta (60) días a favor de los arrendatarios en propiedades residenciales; y para otros fines relacionados.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Ante la crisis que ha provocado la pandemia del coronavirus o COVID-19 el Gobierno de Puerto Rico mediante Orden Ejecutiva ordenó un toque de queda y el cierre de comercios hasta el 30 de marzo de 2020. Una de las recomendaciones para evitar la propagación es establecer medidas de distanciamiento social. Ante la pandemia el Gobierno de Puerto Rico decidió emitir un toque de queda y ordenar el cierre de comercios para contener la propagación del COVID-19. El cierre de comercios y toque de queda afectara la actividad económica de Puerto Rico impactando la capacidad de generar ingresos de los ciudadanos. 
Existiendo un estado de emergencia declarado, tanto a nivel estatal como federal, y ejerciendo los poderes que le confiere la Constitución de Puerto Rico resulta necesario tomar medidas dirigidas a la protección de aquellas personas que ante el impacto económico no podrá cumplir con el pago de la renta de sus hogares.  Por las medidas rigurosas que se han tenido que implementar en atención de la pandemia a la que nos enfrentamos como humanidad es necesario interferir en la relación contractual entre el arrendador y arrendatario. Conceder una moratoria de sesenta (60) días es una medida sensata, apropiada y razonable para salvaguardar la seguridad económica de cientos de miles de familias puertorriqueñas que viven rentados. Tomando en consideración que ya se aprobaron moratorias para los dueños de residencias que tengas préstamos hipotecarios resulta necesario proteger a los cientos de familias que viven en hogares rentados. 

Cabe destacar que esta legislación es en respuesta a una situación de emergencia y que su aplicación es temporal y transitoria. Al examinar otras medidas no encontramos una que sea lo suficientemente ágil a corto plaza para permitir que los ciudadanos puedan cumplir con su obligación contractual en el arrendamiento. 

Por tal razón, el propósito de esta medida es establecer una moratoria de sesenta (60) días al pago de la renta de propiedades residenciales. Disponiéndose, sin embargo, que todo aquel ciudadano que solicite acogerse a la moratoria tendrá que emitir el pago del monto correspondiente a la moratoria en unas cuotas distribuidas en el tiempo de duración del contrato o un mínimo de tres meses. 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Sección 1.- Se establece una moratoria en el pago de rentas a favor de todo arrendatario en propiedades residenciales. 
Sección 2. – Todo aquel ciudadano que solicite al arrendador acogerse a la moratoria eventualmente tendrá que emitir el pago del monto correspondiente a dicho periodo.  El arrendador establecerá un plan de pago. El pago se efectuará a plazos durante la vigencia del contrato o un mínimo de tres meses. El término que sea más favorable para el arrendatario es el que aplicara.  El arrendatario deberá notificar que se acogerá a la moratoria por escrito mediante cualquier método electrónico al arrendador. 
Sección 3. – El mero hecho de acogerse a la moratoria no se podrá interpretar como un incumplimiento de las obligaciones contractuales entre las partes. 

Sección 4. – Al cesar la emergencia sí el arrendatario no cumple con los pagos de los meses bajo moratoria se impondrá una penalidad del doble del importe del monto adeudado a favor del arrendador.  

Sección 5.- Revisión Judicial.

Para revisar las disposiciones de la presente resolución conjunta tendrá jurisdicción exclusiva, en primera instancia, la Sala Superior de San Juan del Tribunal General de Justicia. 

Sección 6.–Separabilidad. 

Si cualquier cláusula, párrafo, artículo, o parte de esta Ley fuera declarada inconstitucional o nula por un tribunal con jurisdicción, la sentencia dictada no afectará ni invalidará el resto de esta Ley y su efecto se limitará a la cláusula, párrafo, artículo o parte declarada inconstitucional o nula.
Sección 7. -Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.
